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I.  ESTUDIOS

ENTRADA EN VIGOR DE LOS PROTOCOLOS 
FACULTATIVOS DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES  
Y DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS  
DEL NIÑO RELATIVOS A UN PROCEDIMIENTO  

DE COMUNICACIONES

Rosa Riquelme Cortado

Catedrática de Derecho Internacional Público 
Universidad de Murcia

SUMARIO: 1. INTRODUCCIÓN.—2. HACIA LA PROTECCIÓN JUDICIAL DE LOS DERECHOS 
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES: LA LABOR DE LOS COMITÉS DEL PACTO 
Y DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO.—3. GESTACIÓN.—3.1. De 
los Protocolos Facultativos del Pacto (2008) y de la Convención sobre los Derechos del 
Niño (2011).—3.2. En España: formación de la manifestación del consentimiento en obli-
garse.—4. PROCEDIMIENTOS DE SUPERVISIÓN ESTABLECIDOS EN LOS PROTOCO-
LOS.—4.1. Comunicaciones entre Estados.—4.2. Investigación en caso de violaciones gra-
ves o sistemáticas.—5. COMUNICACIONES INDIVIDUALES, CENTRO SOLAR DE LOS 
MECANISMOS DE CONTROL.—5.1. Legitimación.—5.2. Derechos objeto de una comuni-
cación.—5.3. Condiciones de admisibilidad y criterios para su examen.—6. CONCLUSIÓN. 

1. INTROD UCCIÓN

El 5 de mayo de 2013, tres meses después de la fecha en que fue deposita-
do en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el décimo instru-
mento de manifestación del consentimiento requerido  1, umbral mínimo que 

1  Cfr. art. 18.1 del Protocolo Facultativo del PIDESC. De conformidad con el art. 17, el presente 
Protocolo fue abierto a la firma, la ratificación o adhesión de cualquier Estado que haya firmado 
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se logró con la ratificación de Uruguay, entró en vigor de forma general y para 
España el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC)  2. Adoptado por la Asamblea General 
el 10 de diciembre de 2008 (Resolución 63/117), el Protocolo instaura como 
procedimiento medular la presentación de comunicaciones «por personas o 
grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado Parte y 
que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera 
de los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el Pacto» 
(art. 2). La presentación de comunicaciones entre Estados y el procedimiento 
de investigación ante violaciones graves o sistemáticas completan el cuadro 
de mecanismos de control previstos en el Protocolo para garantizar el cum-
plimiento del Pacto. A ellos se añade la posibilidad de señalar, al amparo de 
comunicaciones e investigaciones, medidas complementarias de asistencia y 
cooperación internacionales, incluido a tal fin el establecimiento de un Fon-
do fiduciario.

el Pacto, lo haya ratificado o se haya adherido a él, mediante su depósito en poder del Secretario 
General.

2  Véase en nuestra doctrina, por orden cronológico de publicación, Quel López, J., «Un paso 
esencial hacia la eficacia internacional de los derechos económicos, sociales y culturales. Luces y 
sombras del Protocolo Facultativo del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales», en 
Embid Irujo, A. (dir.), Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Madrid, Iustel, 2009, pp. 305-334 
(publicado también en El Derecho Internacional en el mundo multipolar del siglo XXI, Obra homena­
je al profesor Luis Ignacio Sánchez Rodríguez, Madrid, Iprolex, 2013, pp. 837-859); Villán Durán, C., 
«Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales», 
Revista Española de Desarrollo y Cooperación, 2009, núm. 23, pp. 32-54; López Martín, A. G., «La 
protección internacional de los derechos sociales, a propósito de la ratificación española del Proto-
colo Facultativo del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 2008», Foro. Revista 
de Ciencias Sociales y Jurídicas. Nueva época, 2011, núm. 13, pp. 13-59; Riquelme Cortado, R., «El 
Protocolo Facultativo del PIDESC. Comunicaciones de personas o grupos como piedra angular», 
Revista Electrónica de Estudios Internacionales (REEI, www.reei.org), 2012, núm. 24, pp. 1-49; Sa-
lamero Teixidó, L., La protección de los derechos sociales en el ámbito de las Naciones Unidas: el 
nuevo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Cizur Menor (Navarra), Civitas, 2012. Entre los estudios más recientes en otras lenguas, véanse los 
publicados en el monográfico del Nordic Journal of Human Rights (NJHR), vol. 27, 2009, núm. 1, 
bajo el título Perspectives on a New Complaint and Inquiry Procedure: The Optional Protocol to the 
International Covenant on Economic, Social and Cultural Rigths; también Wilson, B., «Quelques ré-
flexions sur l’adoption du Protocole facultatif se rapportant au Pacte International relatif aux droits 
économiques, sociaux et culturels des Nations Unies», Revue trimestrielle des droits de l’homme 
(RTDH), 2009, núm. 78, pp. 295-318; Vandenbogaerde, A. y Vandenhole, W., «The Optional Proto-
col to the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights: An Ex Ante Assessment 
of its Effectiveness in Light of the Drafting Process», Human Rights Law Review (HRLR), vol. 10, 
2010, núm. 2, pp. 207-237; De Alburquerque, C., «Chronicle of an Announced Birth: the Coming 
Into Life of the Optional Protocol to the International Covenant on Economic, Social and Cultural 
Rights: the Missing Piece of the International Bill of Human Rights», Human Rights Quarterly, 
vol. 32, 2010, núm. 1, pp. 144-178; Grote, R. «The Optional Protocol to the International Covenant 
on Economic, Social and Cultural Rights - Towards a More Effective Implementation of Social 
Rights?», en Coexistence, Cooperation and Solidarity. Liber Amicorum Rüdiger Wolfrum, Nijhoff, 
2012, pp. 417-436; Biglino, I. y Golay, C., The Optional Protocol to the International Covenant on 
Economic, Social and Cultural Rights, Ginebra, Geneva Academy of International Humanitarian 
Law and Human Rights, 2013; Aubry, S., «A new Avenue Towards Corporate Accountability: the 
Optional Protocol to the Covenant on Economic, Social and Cultural Rights», en Michalowski, S. 
(ed.), Corporate Accountability in the Context of Transitional Justice, Nueva York, Routledge, 2014, 
pp. 131-150. 
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Al mismo feliz alumbramiento asistimos al año siguiente para la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño por virtud de su tercer Protocolo Facultativo 
relativo a un procedimiento de comunicaciones  3. Adoptado por la Asamblea 
General el 19 de diciembre de 2011 (Resolución 66/138), el presente Proto-
colo lograba sumar con el depósito de la ratificación de Costa Rica (el 14 
de enero de 2014) las diez manifestaciones del consentimiento requeridas 
(art. 19) para entrar en vigor de forma general y para España en la simbólica 
fecha del 14 de abril de 2014. 

La entrada en vigor de los Protocolos Facultativos de 2008 y 2011 consti-
tuye un verdadero hito en la historia del sistema universal en la medida que 
hoy todos los tratados de derechos humanos de Naciones Unidas dotados 
de órganos propios de supervisión, y por eso considerados básicos o funda­
mentales, disponen el derecho de los particulares a denunciar la supuesta 
violación por un Estado parte de las obligaciones asumidas mediante el deno-
minado procedimiento de comunicaciones/individuales  4. Pero no sólo por eso. 
En el caso de los recién nacidos el evento histórico viene además y muy parti-
cularmente determinado por el advenimiento del procedimiento respecto de 
derechos económicos, sociales y culturales, tradicionalmente considerados 
de segunda generación por imponer, se decía desde esta errónea concepción, 
no obligaciones de resultado como las derivadas de derechos civiles y políti-
cos, sino meras obligaciones de comportamiento progresivo supeditadas a la 
disponibilidad de recursos y a la política económica y social estatal  5. 

El principio de que todos los derechos humanos son indivisibles, interde-
pendientes y están relacionados entre sí, pilar conceptual que junto con la 
universalidad sustenta el edificio normativo del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos  6, fue el leitmotiv de los flamantes Protocolos a fin de co-
rregir el discriminatorio régimen protector para categorías de derechos crea-

3  Véase Langford, M. y Clark, S., «The New Kid on the Block - A Complaints Procedure for the 
Convention on the Rights of the Child», NJHR, vol. 28, 2010, núms. 3-4, pp. 371-401; De Beco, G., «The 
Optional Protocol to the Convention on the Rights of the Child on a Communications Procedure: Good 
News?, HRLR, vol. 13, 2013, núm. 2, pp. 367-387. Una visión general es la que nos ofrecen los trabajos 
reunidos en International Justice for Children, Council of Europe, 2008; y en nuestra doctrina Carmona 
Luque, M. R., La Convención sobre los Derechos del Niño. Instrumento de progresividad en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, Madrid, Dikynson, 2011.

4  Comunicaciones sin más adjetivación se denominan en el Protocolo del PIDESC (art. 2); comuni-
caciones individuales en el Protocolo de la Convención sobre los derechos del Niño (art. 5). 

5  Véase Koch, E., «The Justiciability of Indivisible Rights», Nordic Journal International Law 
(NJIL), vol. 72, 2003, núm. 1, pp. 3-39; Kerdoun, A., «La place des droits économiques, sociaux et cul-
turels dans le droit international des droits de l’homme», RTDH, 2011, núm. 87, pp. 499-524; Randolph, 
S. y Guyer, P., «Tracking the Historical Evolution of States’ Compliance with their Economic and 
Social Rights Obligations of Result - Insights from the Historical SERF Index», NJHR, vol. 30, 2012, 
núm. 3, pp. 297-323; y en nuestra doctrina Saura Estapà, J., «La exigibilidad jurídica de los derechos 
humanos: especial referencia a los derechos económicos, sociales y culturales (DESC)», en Bonet Pé-
rez, J. y Saura Estapà, J. (eds.), El Derecho internacional de los derechos humanos en periodos de crisis. 
Estudios desde la perspectiva de su aplicabilidad, Madrid, Marcial Pons, 2013, pp. 53-70.

6  La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), los Pactos Internacionales de 1966 
(PIDCP y PIDESC), y la Declaración y Programa de Acción de Viena (1993, A/CONF.157/23, Parte I, 
párr. 5), son los instrumentos más memorables que así lo proclaman.
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das artificialmente. Su telón de fondo lo constituyó la labor desarrollada por 
los Comités guardianes del PIDESC y de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, atentos desde su misma creación a precisar el carácter y alcance, y 
por ende la naturaleza justiciable, de las obligaciones derivadas para los Es-
tados parte de los instrumentos a su cargo. Al examen de tan valiosa actividad 
dedicaremos el siguiente apdo. (2), al que seguirá (apdo. 3.1) la que condujo 
a la elaboración de los Protocolos de 2008 y 2011, enredada en el primero 
al debate que suscitó la supuesta ausencia de justiciabilidad de los derechos 
garantizados en el Pacto, por carecer —decían quienes así opina(ba)n— de 
todo elemento que pudiera ser objeto de apreciación por tribunales u otros 
órganos cuasi judiciales. 

Ajena al debate —que se documentara al menos— trascurrió en España la 
formación del acto de autorización conducente a su manifestación del consen-
timiento en obligarse internacionalmente por medio de los Protocolos Facul-
tativos del PIDESC y el tercero de la Convención sobre los Derechos del Niño 
(apdo. 3.2), cuya tramitación parlamentaria fue «tan breve como un suspiro»  7. 

Conviene sin embargo tener presente que la percepción de no justiciabi­
lidad de los derechos económicos, sociales y culturales dejó su huella en los 
obstáculos y condiciones impuestas a la experimentación y desarrollo de los 
mecanismos de control establecidos en los Protocolos (apdo. 4). Muestra de 
ello la confiere el hecho de que la presentación de comunicaciones entre Esta­
dos se haga depender en instrumentos en sí facultativos de la expresa acepta-
ción por los Estados partes mediante una cláusula opting o contracting in; a 
la que también recurre el Protocolo del Pacto en relación con la investigación 
en caso de violaciones graves o sistemáticas, frente a la cláusula de exclusión 
(opting o contracting out) prevista para el mismo procedimiento en otros ins-
trumentos de última generación, como en el tercer Protocolo Facultativo de 
la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Es no obstante en el marco del procedimiento para cuya expresa previsión 
fueron concebidos los nuevos Protocolos, las comunicaciones individuales 
(apdo. 5), donde de manera más elocuente se aprecian los mencionados re-
celos. Ahí están para demostrarlo las cortapisas impuestas para la admisibili-
dad y examen de una comunicación, más severas que en otros instrumentos, 
así como las hipótesis barajadas, por fortuna desestimadas, respecto de los 
derechos cuya violación podían ser susceptibles de denuncia sea mediante su 
aceptación o exclusión, sea de los derechos enunciados en el Pacto, o de los 
enunciados en los dos anteriores Protocolos de (2000) la Convención sobre 
los Derechos del Niño  8. Realmente, la aprensión que suscita la denuncia de 

7  Tomo la expresión del Presidente de la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado, Sr. Muñoz-
Alonso Ledo, en la presentación ante el Pleno del Dictamen del Protocolo Facultativo de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones (BOCG, DS Senado, 
núm. 56, Pleno, 6 de marzo de 2013, p. 4582).

8  Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía, y Protocolo Facultativo sobre la participación de niños en los conflictos armados, 
adoptados por la Asamblea General el 25 de mayo de 2000 (A/RES/54/263).
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particulares ante instancias internacionales la exhibe el pertinaz menospre-
cio de los más escépticos, entre ellos cuatro de los cinco miembros perma-
nentes del Consejo de Seguridad (Estados Unidos, Reino Unido, Federación 
de Rusia y China) y otras potencias económicas del llamado primer mundo 
(Canadá, Dinamarca, Japón, Noruega, Suecia, Suiza...), al advenimiento de 
los Protocolos de 2008 y 2011, que ni siquiera se han dignado firmar  9. Diríase 
que si bien es unánime la afirmación acerca de que todos los derechos hu-
manos tienen el mismo valor por cuanto son universales, indivisibles y están 
relacionados entre sí, no todos estiman, incluida parte de la doctrina afín  10, 
que todos los derechos humanos se hacen efectivos por igual desde el punto 
de vista jurídico. 

Bajo este prisma, cumplidos ya cinco años desde la adopción del Proto-
colo del PIDESC (2008) y uno de su entrada en vigor (2013), a duras penas 
había logrado atraer a 24 de abril de 2014 la participación de trece Estados  11, 
de los que cinco, España entre ellos, también son partes contratantes del 
tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño  12. 
Confiemos en que su potencial sea ejemplar y estimulante  13.

Queda, pues, camino por recorrer para asegurar la plena efectividad y 
tutela judicial de este conjunto de derechos humanos  14, trayecto del que no 
están exentos los Estados hoy contratantes. Ha de llamarse en este sentido 
la atención acerca del primer motivo de preocupación que el Comité de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales le transmitió a España (en 2012, 
con ocasión del examen de su quinto informe periódico sobre la aplicación 

9  Véase la página web de la ONU (https://treaties.un.org/pages/ParticipationStatus.aspx), Cap. IV 
(Human Rights), numerales 3.a) y 11.d).

10  Dennis, M. P. y Stewart, D. J., «Justiciability of Economic, Social and Cultural Rights: Should 
There Be an International Complaints Mechanism to Adjudicate the Rights to Food, Water, Housing, 
and Health?, American Journal of International Law (AJIL), vol. 98, 2004, núm. 2, pp. 462-515; Dowell-
Jones, M., Contextualising the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights: Asses­
sing the Economic Deficit, Nijhoff, 2004; Tomuschat, C., «An Optional Protocol for the International 
Covenant on Economic, Social and Cultural Rights?», en Dicke, K. et al. (eds.), Weltinnenreht: Liber 
amicorum J. Delbrück, Berlín, Duncker and Humblot, 2005, pp. 815-834.

11  De ellos, cinco pertenecen al Grupo Latinoamericano Caribeño (GRULAC), Argentina, Bolivia, 
Ecuador, El Salvador y Uruguay; cuatro son miembros de la Unión Europea (UE), Eslovaquia, España, 
Finlandia y Portugal; dos más son candidatos a su membresía, Montenegro y Bosnia y Herzegovina 
(candidato potencial), Mongolia y Gabón completan la lista; véase la serie de tratados depositados en 
poder del Secretario General, Cap. IV, numeral 3.a).

12  Además de España, se trata de Eslovaquia, Portugal, Montenegro y Gabón; Albania, Alemania, 
Costa Rica y Tailandia completaban la lista de los actuales diez Estados partes requeridos para la en-
trada en vigor del presente Protocolo; ibid., numeral 11.d).

13  Con motivo de la celebración de la entrada en vigor del Protocolo del PIDESC, Bélgica y Francia 
hablaron de ratificarlo para fines de 2013, Costa Rica y Paraguay dijeron estar en proceso de, Brasil que 
estudiaría con seriedad la recomendación que durante el Examen Periódico Universal le hizo Portugal 
acerca de iniciar los pasos dirigidos a su manifestación del consentimiento ...

14  Véase Coomans, F. (ed.), Justiciability of Economic and Social Rights: Experiences from Domestic 
Systems, Amberes, Intersetia, 2006; Langford, M., «Justiciabilidad en el ámbito nacional y los derechos 
económicos, sociales y culturales: un análisis socio-jurídico», Sur. Rev. Int. Direitos humanos, vol. 6, 
2009, núm. 11, pp. 1-21; Langa, P., «Taking Dignity Seriously - Judicial Reflections on the Optional 
Protocol to the ICESCR», NJHR, vol. 27, 2009, núm. 1, pp. 29-38. 
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del Pacto) instándola «a que, en virtud del principio de indivisibilidad, uni-
versalidad e interdependencia de los derechos humanos, adopte las medidas 
legislativas pertinentes para garantizar a los derechos económicos, sociales 
y culturales un nivel de protección análogo al que se aplica a los derechos 
civiles y políticos», y asimismo, «que tome las medidas adecuadas para ase-
gurar la plena justiciabilidad y aplicabilidad de todas las disposiciones del 
Pacto por los tribunales nacionales»  15. En esta nueva etapa iluminada por la 
vigencia del Protocolo del Pacto resulta significativo que las dos primeras y, 
a día de hoy, únicas denuncias de particulares lo han sido contra España  16, 
pendientes aún de la declaración del Comité acerca de su admisibilidad  17. 

2. �HACIA  LA PROTECCIÓN JUDICIAL DE LOS DERECHOS 
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES: LA LABOR  
DE LOS COMITÉS DEL PACTO Y DE LA CONVENCIÓN  
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO

Con la expresión justiciabilidad de los derechos humanos se suele hacer 
referencia a la posibilidad de invocarlos y hacerlos valer ante órganos judi-
ciales o cuasi-judiciales  18. En relación con los derechos económicos, sociales 
y culturales enunciados en el Pacto, y por analogía en otros tratados  19, Oli-
vier De Schutter (Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
a la Alimentación) define su justiciabilidad como «la capacité pour les clauses 
substantielles du Pacte de constituer le point de appui à la motivation, fondée en 
droit, d’un constat de violation effectuée par le Comité»  20. Desde esta perspecti-
va, proveerlos de tutela judicial ante su violación no se plantea tanto por el ca-
rácter intrínseco de las normas a aplicar, o dicho en otros términos, del valor 

15  Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales con ocasión 
del examen del quinto informe periódico de España sobre la aplicación del PIDESC (arts. 16 y 17) 
(E/C.12/ESP/CO/5, distr. 6 de junio de 2012, párr. 6).

16  Relativas al parecer (dado que a 24 de abril de 2014 no constaba su registro oficial; Reglamento 
provisional en virtud del Protocolo Facultativo del PIDESC, E/C.12/49/3, distr. el 15 de enero de 2013) 
al supuesto incumplimiento por el Estado parte, una, de la pensión debida a un detenido y, la otra, de 
las debidas garantías en la ejecución de un desahucio forzoso. 

17  Según el Reglamento provisional en virtud del Protocolo del PIDESC, recién mencionado, el Co-
mité podrá establecer un grupo de trabajo para que le preste asistencia (art. 6.1), entre otras funciones, 
en la toma de decisión acerca de si la comunicación es admisible o inadmisible con arreglo al Protocolo 
Facultativo, la cual habrá de ser confirmada por el Pleno del Comité (art. 9.2). 

18  Véase Arambulo, K., Strengthening the Supervision of the International Covenant on Economic, 
Social and Cultural Rights. Theoretical and Procedural Aspects, Amberes, Intersentia, 1999, p. 55; Schei-
nin, M., y Langford, M., han observado que «the debate on justiciability is not confined to economic, so­
cial and cultural rights», «Evolution or Revolution? - Extrapolating From the Experience of the Human 
Rights Committee», NJHR, vol. 27, 2009, núm. 1, pp. 97-113 (la cita en p. 99).

19  Véase Yeshanew, S. A., The justiciability of economic, social and cultural rights in the African 
regional human rights system: Theory, practice and prospect, Cambridge, Intersetia, 2010; Robitaille, D., 
«Pour une théorie de la justiciabilité substantielle et processuelle des droits économiques et sociaux», 
RTDH, 2013, núm. 94, pp. 221-250. 

20  De Schutter, O., «Le Protocole Facultatif au Pacte International relatif aux droits économiques, 
sociaux et culturels», Revue Belge de Droit International (RBDI), 2006, núm. 1, pp. 7-56 (p. 18).
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que se les reconoce, sino que más bien incide en las obligaciones convencio-
nales que asumen los Estados partes a fin de identificar los comportamientos 
—acciones u omisiones— de sus órganos susceptibles de ser juzgadas confor-
mes o no con ellas  21. Siendo así, afirma con rotundidad el profesor belga, «la 
question de la justiciabilité reçoit une réponse évidemment affirmative»  22.

La definición de las obligaciones convencionales asumidas es por tanto 
crucial para resolver los problemas que plantea su justiciabilidad   23, una em-
presa a la que sin duda ha contribuido la ingente labor desarrollada por los 
Comités del PIDESC  24 y de la Convención sobre los Derechos del Niño  25 con 
miras a precisar el contenido y alcance de un derecho o situación particular 
y —o a partir de ahí— de las obligaciones contraídas por los Estados partes, 
que son tanto de comportamiento como de resultado, y con elementos —unas 
y otras— positivos (que imponen al Estado emprender determinadas accio-
nes) y negativos (que exigen su abstención)  26. De ello deriva que las opiniones 
expresadas por estos Comités —como por sus homólogos— sea sobre la base 
del examen de los informes periódicos y más aún mediante Observaciones 
generales (veintiuna ha adoptado hasta ahora el Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, y trece el Comité de los Derechos del Niño) reali-
zan «una contribución significativa a la jurisprudencia relativa a un derecho o 
cuestión particular»  27 y, en ese sentido, pueden considerarse interpretaciones 
autorizadas de los instrumentos a su cargo.

21  «El debate suscitado no es, o no debería ser, un debate sobre el valor que se atribuye a esos de-
rechos ni sobre la posición que ocupan en la nomenclatura internacional de los derechos humanos [...] 
que no puede ser objeto de ningún tipo de jerarquización»; véase el primer Informe del Sr. Kotrane, 
experto independiente nombrado (en 2001) por la Comisión de Derechos Humanos con miras a estu-
diar la posibilidad de un Protocolo del PIDESC (E/CN.4/2002/57, p. 8, párr. 19).

22  De Schutter, O., op. cit., nota 20, p. 20; véase también Vandenhole, W., «Completing the UN 
Complaint Mechanisms for Human Rights Violations Step by Step: Towards a Complaints Procedure 
Complementing the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights», Netherlands 
Quarterly of Human Rights, 2003, núm. 3, pp. 423-462 (especialmente pp. 430-440). 

23  Véase Gómez Isa, F., «La reversibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales en con-
textos de crisis», en Bonet Pérez, J. y Saura Estapà, J. (eds.), El Derecho internacional de los derechos 
humanos..., op. cit., nota 5, pp. 187-204.

24  Véase Coomans, F., «The role of the UN Committee on Economic, Social and Cultural Rights in 
strengthening implementation and economic supervision of the International Covenant on Econom-
ic, Social and Cultural Rights», Verfassung und Recht in Ubersee, vol. 35, 2002, núm. 2, pp. 182-200; 
Langford, M. y King, J. A., «Committee on Economic, Social and Cultural Rights: Past, Present and 
Future», en Langford, M. (ed.), Social Rights Jurisprudence: Emerging Trends in International and Com­
parative Law, Cambridge, University Press, 2008, pp. 477-516; Alston, Ph., «The General Comments 
of the UN Committee on Economic, Social and Cultural Rights», Proceedings of the annual meeting, 
vol. 104, 2010, pp. 4-17.

25  Véanse Bueren, G., «Committee on the Rights of the Child: Overcoming Inertia in this Age of no 
Alternatives», en Langford, M., Social Rights Jurisprudence..., op cit., nota 24, pp. 569-587; Weissbrodt, 
D., Hansen, J. y Nesbitt, N., «The Role of the Committee on the Rights of the Child in Interpreting and 
Developing International Humanitarian Law», Harvard Human Rights Journal, vol. 24, 2011, núm. 1, 
pp. 115-183.

26  Véanse los Principios de Limburgo sobre la Implementación del PIDESC (E/CN.4/1987/17) y las 
Directrices de Maastricht (E/C.12/2000/13, pp. 18 y 20, párrs. 7, 14 y 15).

27  Véase el documento analítico sometido por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales a la Conferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena, 1993, A/CONF. 157/PC/62/Add. 5, Ane-
xo II, p. 14, párr. 28).
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